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QUE REFORMA EL CAPÍTULO PRIMERO Y EL ARTÍCULO 1º. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR EL DIPUTADO RAFAEL GARCÍA TINAJERO PÉREZ, EN NOMBRE DEL DIPUTADO MIGUELÁNGEL GARCÍA-DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 27 DE JULIO DE 2005 

Miguelángel García-Domínguez, diputado federal integrante del grupo parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, en ejercicio de la facultad que le confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, numeral 3, y 40, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se permite someter a la consideración de esta asamblea la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Capítulo Primero y el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Exposición de Motivos 

Actualmente, ante la aparición del derecho procesal constitucional, que tiene por objeto esencial el análisis de los instrumentos predominantemente procesales que están dirigidos a la reintegración del orden constitucional cuando el mismo ha sido desconocido o violado por los órganos del poder, surge la distinción entre garantías constitucionales y derechos humanos. 

De tal manera, podríamos decir que las garantías constitucionales son los instrumentos procesales reconocidos en la Constitución federal -como el amparo- para exigir a las autoridades el cumplimiento de lo señalado en la Carta Magna, entre ello, los derechos humanos. 

Por otro lado, los derechos humanos son un conjunto de derechos inherentes, indivisibles, interdependientes y mínimos que tienen todos los seres humanos. 

Por tanto, el Capítulo Primero de la Constitución federal, que actualmente se denomina "De las Garantías Individuales", debe llamarse "De los Derechos Humanos". 

El artículo 2.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos señala que "toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición", lo que incluye no hacer distinciones por cuestiones de enfermedad. 

Las actitudes de la gente hacia el paciente epiléptico son habitualmente discriminatorias. En edad escolar se enfrenta el rechazo de los maestros, por desconocimiento del problema, y frecuentemente es excluido de las escuelas. 

Aun cuando el paciente con epilepsia logre recibir instrucción, a veces de nivel profesional, se enfrenta a la dificultad para obtener un empleo si informa sobre su enfermedad; si la oculta y tiene acceso al trabajo, existe el riesgo de que se le niegue la posibilidad de progresar en el ámbito laboral o pueda ser despedido si presenta una crisis en el trabajo. 

En México existen entre 1 y 3 millones de personas que padecen epilepsia, por lo que es una minoría comparable a la población total de algunos países centroamericanos. 

La epilepsia produce una notoria diferencia respecto de la mayoría de la población que no la padece. La persona epiléptica, a consecuencia de tal diferencia, sufre rechazo social y discriminación, por lo que es importante establecer claramente los derechos de las personas que padecen esta enfermedad, a cuyo fin se expide el siguiente 

Decreto que reforma el título del Capítulo Primero y el párrafo tercero del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Capítulo Primero 
De los Derechos Humanos 

Artículo 1o. ... 

... 

Queda prohibida toda discriminación, prejuicio o rechazo social, motivados por origen étnico o nacional, género, edad, capacidades diferentes, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias, lateralidad, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos, libertades, integridad física o mental o autoestima de las personas. 

Transitorio 

Único. Este decreto entrará en vigor ciento ochenta días después de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

México, DF, a 27 de julio de 2005. 

Dip. Miguelángel García-Domínguez (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Julio 27 de 2005.) 
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